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Resumen:  

 

Esta minuta se refiere a los conceptos de explotación laboral y precarización del 

trabajo. Para ello, se articulan dos elementos: (1) cómo se han desarrollado 

conceptualmente estas nociones en la literatura jurídica y sociológica sobre el trabajo, 

a nivel internacional; y (2) cómo se ha presentado este proceso en nuestro país. Es un 

apoyo a la delegación chilena parlamentaria que participará en la reunión de la 

Comisión de Derechos Humanos de Parlatino. 
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Antecedentes 

 

Se ha solicitado una minuta que se refiera a los conceptos de explotación laboral y 

precarización del trabajo. Para ello, se articularán dos elementos: (1) cómo se han 

desarrollado conceptualmente estas nociones en la literatura jurídica y sociológica 

sobre el trabajo, a nivel internacional; y (2) cómo se ha presentado este proceso en 

nuestro país. En las conclusiones se realizará también un contrapunto con el «trabajo 

decente» como objetivo positivo de las luchas sindicales en Chile y el extranjero.   

 

1. Conceptos. Explotación laboral y precarización 

 

1.1. Explotación  

 

La explotación laboral no se encuentra claramente desarrollada en los instrumentos 

internacionales. Actualmente, se la suele asociar a fenómenos que se encuentran más 

insertos en el ámbito penal que en el laboral: trabajo forzoso, esclavitud y 

servidumbre, así como trata de personas.  

 

Ahora bien, ¿qué es la explotación laboral? Se han planteado diversas definiciones. De 

acuerdo con Maayan Niezna, la definición más común de la explotación es 

aprovecharse injustamente de una ventaja sobre la vulnerabilidad de otro para 

obtener un beneficio1. Como se puede apreciar, esta definición abarca hipótesis que 

escapan a los casos de coerción que el derecho suele penalizar. 

 

Ante esta posibilidad, surge la pregunta sobre cuáles podrían ser las vías adecuadas 

para enfrentar estos casos de explotación no penalizada, pero considerada igualmente 

negativa, ilícita o problemática, como, por ejemplo, el caso de los sweatshops. Y es 

que, generalmente, los trabajadores se enfrentan aquí a un dilema que puede tener 

tintes extorsivos, donde el mero hecho de hacer valer sus derechos tendría 

«consecuencias negativas para su bienestar que es racional y razonable que quieran 

evitar». Estos términos se trasladan fácilmente a los países que buscan establecer 

mejores regulaciones del trabajo: si se imponen tales condiciones, las empresas 

transnacionales simplemente llevarán su negocio a otra parte, aprovechando las 

ventajas de la economía globalizada2. A juicio de Federico Arcos, la solución de este 

problema pasa por una mirada internacionalista y cooperativa, que desincentive, entre 

otras cosas, el dumping social3. 

                                           
1 «Taking unfair advantage of one’s vulnerability to make a gain is the common 
element in various philosophical and legal definitions of exploitation». En: NIEZNA, Maayan. 
«Consent to Labour Exploitation», Industrial Law Journal, Vol. 53, N° 1, 2024, p. 5. Esta visión 
ha sido particularmente desarrollada por Alan Wertheimer en su libro Exploitation (Princeton 
University Press, 1996).  
2 ARCOS, Federico. «La explotación laboral en los países en desarrollo: ¿Un mal menor? El 

debate en torno a las sweatshops». Anales de la Cátedra Francisco Suárez, N° 55, p. 590.  
3 Ibíd., p. 596. Cabe mencionar que el dumping social es definido como aquellas «[p]rácticas 
legales o administrativas que reducen los niveles de protección de los trabajadores, produciendo 
un correlativo abaratamiento de los costes laborales, con vistas a favorecer la inversión 
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1.2. Trabajo precario y precarización 

 

Se ha llegado a sostener que la precariedad se ha convertido «en la cuestión social 

principal del siglo XXI»4. Doshi et al señalan que se tiende a definir el trabajo precario 

como «un empleo incierto, inestable e inseguro, en el que los trabajadores son 

quienes asumen los riesgos del trabajo (y no así las empresas o el Estado) y perciben 

prestaciones sociales y derechos limitados»5. El núcleo conceptual radicaría en tres 

elementos: la incertidumbre del empleo, la inseguridad financiera y mal trato de los 

trabajadores6.  

 

Ahora bien, como señalan Chan et al, el problema del trabajo precario refleja un 

proceso más amplio de precarización, proceso que no es uniforme en todos los países, 

pero que apunta en general a la incertidumbre y la inseguridad de los trabajadores7. 

Para entenderlo, argumentan, hay que mirar también las experiencias subjetivas de 

los trabajadores.  

 

El tema también es político, ya que en todos los países analizados por Chan et al, el 

Estado juega un rol clave en «permitir tanto la transformación como la canalización o 

supresión de la resistencia de los trabajadores»8. 

 

Otro aspecto que juega un rol es el género, por lo que actualmente se recomienda 

incorporar la perspectiva de género en los análisis de la precarización9.  

 

 

2. Situación laboral en Chile 

 

2.1. Explotación laboral  

 

En las últimas décadas se han destapado diversos casos de explotación laboral en 

Chile, particularmente en el ámbito agrícola. Un caso emblemático fue el de Francisco 

Javier Errázuriz el año 2011, investigado por la trata y el tráfico de más de cincuenta 

trabajadores paraguayos que fueron explotados laboralmente en sus fundos, caso por 

el cual el empresario fue finalmente sobreseído temporalmente por demencia y los 

                                                                                                              
extranjera y la exportación». En: RAE, Diccionario panhispánico del español jurídico, disponible 

en: https://dpej.rae.es/lema/dumping-social [consultado el 31-08-2026]. 
4 VICENT VALVERDE, Lucía. «Tiempos de precariedad. Una mirada multidimensional a la 

cuestión precaria». Papeles de relaciones ecosociales y cambio global, N° 140, 2018, p. 36.  
5 DOSHI, Vijayta; SEGARRA, Paulina; ŚLIWA, Martyna. «Precarious work: A critical review and a 
proposal for future research». Human Relations, vol. 79, N° 2, 2026, p. 221. La traducción es 
mía.   
6 Ibíd.  
7 CHAN, Jenny; NAIR, Manjusha; y RHOMBERG, Chris. «Precarization and Labor Resistance: 
Canada, the USA, India and China», Critical Sociology, Vol. 45, N° 4-5, 2019, p. 470.  
8 Ibíd., p. 478.  
9 VICENT VALVERDE, Lucía. Op. Cit., p. 43.  

https://dpej.rae.es/lema/dumping-social
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copartícipes absueltos (mientras que en Paraguay, todos los involucrados en el 

reclutamiento fueron condenados)10. 

 

Situaciones similares se han visto con el caso de la migración haitiana11. Casos que 

entran en las hipótesis más duras de coerción y que ya vimos en la sección 1.1.  

 

La ley N° 20.507 introdujo en Chile el delito de trata de personas (art. 411 quater del 

Código Penal). Sin embargo, el concepto de explotación laboral manejado en Chile es 

restringido: «El ordenamiento jurídico chileno no consagra el delito de exigir 

ilegalmente trabajo forzoso u obligatorio (Art. 25 del Convenio N° 29 [de la OIT]), o 

alguna otra figura análoga. Solo se encuentra contemplado como una de las 

finalidades de explotación del delito de trata de persona»12. Frente a este vacío, más 

recientemente, la ley N° 21.595 de delitos económicos incorporó al Código Penal dos 

figuras de protección laboral: el art. 472 bis, que sanciona pagar una remuneración 

manifiestamente desproporcionada e inferior al ingreso mínimo mensual, abusando de 

la necesidad, inexperiencia o incapacidad de discernimiento de otra persona, y el 

delito de no pagar o no declarar cotizaciones previsionales. Según la historia de la ley, 

el 472 bis «pretendía introducir el delito de explotación laboral y habitacional, que 

complementaba el delito contenido en el artículo 411 quater sobre el delito de trata de 

personas», aunque no sanciona a quien explota:  

A juicio de los representantes del Ministerio Público, estas figuras incipientes en 

nuestra legislación de derecho penal laboral, permitirán capturar muchas 

situaciones que el sistema no procesa como trata de personas con fines de 

trabajo forzado debido al alto umbral de gravedad que se exige de la conducta, 

al estar asociada a las nociones de servidumbre, esclavitud y prácticas 

análogas. Sin embargo, si bien el abuso de vulnerabilidad de la trata y el 

trabajo forzado son reconducibles al abuso de vulnerabilidad que exige el art. 

472 bis, este último delito no agota la conducta y no cubre todas las hipótesis 

del art. 2 del Convenio 29. Asimismo, la hipótesis del art. 472 bis es 

extremadamente restrictiva, pues exige copulativamente la 

desproporcionalidad y ser inferior al mínimo previsto por la ley, lo que anticipa 

su falta de eficacia en la práctica13. 

                                           
10 GUERRA, Marcia y RUDNICK, Carolina. «Trabajo forzado y trata de personas» (pp. 246-307), 
en: SCHÖNSTEINER, Judith; FUENTES, Claudio; y BARRERA, Senead (editores). Informe anual 
sobre derechos humanos en Chile 2024, Centro de Derechos Humanos, Universidad Diego 
Portales, 2024, pp. 250-251.  
11 «El sistema de inmigración de Chile, que vinculaba la condición de visado al empleo, ofrecía 

una oportunidad para que empleadores inescrupulosos y abusivos disuadieran a los 

trabajadores migrantes a no denunciar los abusos en el lugar de trabajo. Cuando la alternativa 
es la pérdida de estatus migratorio y deportación, los trabajadores migrantes son presionados 
para mantener el empleo “a cualquier costo”». Ibíd., pp. 254-255.  
12 Ibíd., p. 273. Cabe mencionar que el Convenio N° 29 de 1930 define al trabajo forzoso como 
« todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y para 
el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente» (art. 2). Y en su art. 25 señala: «El hecho 

de exigir ilegalmente trabajo forzoso u obligatorio será objeto de sanciones penales, y todo 
Miembro que ratifique el presente Convenio tendrá la obligación de cerciorarse de que las 
sanciones impuestas por la ley son realmente eficaces y se aplican estrictamente». 
13 Ibíd., pp. 274-275.  
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En síntesis, la legislación nacional ha sido vista por los expertos como insuficiente para 

enfrentar todas las hipótesis de explotación laboral que se establecen en los 

instrumentos internacionales. Por otra parte, debemos recordar que la explotación, 

desde el punto de vista sociológico, excede las hipótesis más estrictas de coerción que 

actualmente se penalizan y se vincula, en rigor, con el aprovechamiento injusto de las 

vulnerabilidades de los trabajadores, lo que supone la necesidad de un enfoque 

político mucho más amplio.  

 

2.2. Precarización  

 

Chile es un país que suele ser citado en la literatura como ejemplo de implementación 

de políticas de precarización laboral14, especialmente a partir del Plan Laboral de la 

dictadura, que culminó en 1987 con la aprobación de una serie de reformas al Código 

del Trabajo, y que, según Roberto Villavicencio, se traduce hasta el día de hoy en una 

serie de instituciones15. En primer lugar, el autor destaca el uso extensivo de figuras 

temporales de contratación y, en el caso de los trabajadores contratados por contrato 

indefinido, la causal de despido de necesidades de la empresa16.  Asimismo, dos 

figuras adicionales permitirían canalizar las estrategias de externalización que en el 

extranjero se suelen asociar con la precarización: la subcontratación (art. 183-A y ss., 

del Código del Trabajo) y el suministro de trabajadores, que regula de forma 

excepcional a las empresas de servicios transitorios autorizadas por la Dirección del 

Trabajo, permitiendo proveer trabajadores a una empresa usuaria solo bajo causales 

específicas y justificadas (reemplazos, peaks de producción, eventos extraordinarios, 

etc.) y limitadas en el tiempo (art. 183-F y ss., del Código del Trabajo)17.  

 

A esto se suma, finalmente, el carácter debilitado de los sindicatos, que el autor 

asocia, entre otras cosas, a la falta de titularidad sindical y el reconocimiento legal a 

los grupos negociadores de trabajadores (no sindicalizados)18. Si vamos a los datos, 

Chile cuenta con una tasa muy baja de sindicalización. Según uno de los estudios más 

recientes –que utiliza datos de hasta diciembre de 2024–, el porcentaje de 

sindicalizados se ubica alrededor de un 18%. En este estudio los autores diferencian el 

sector productivo o de servicios al que pertenece la unidad económica que contrata y 

remunera al trabajador (lo que denominan «rama paga») del sector económico al que 

pertenece la unidad productiva o establecimiento en el que la persona trabajadora 

desempeña sus actividades laborales (lo que denominan «rama trabaja»)19.  

                                           
14 SOTELO, Adrián. «La precarización del trabajo: ¿premisa de la globalización?», Papeles de 

POBLACIÓN, CIEAP/UAEM, N° 18, 1998, p. 83.  
15 VILLAVICENCIO, Roberto. «Globalización y precarización laboral en Chile: una mirada desde 
el conflicto», Revista de Derecho (Valdivia), Vol. XXXII, N° 2, 2019, p. 151.  
16 Ibíd., pp. 152-155.  
17 Ibíd., p. 155.  
18 Ibíd., p. 157.  
19 «Esta distinción permite capturar el efecto de la subcontratación en la economía y por otra 
parte, alinear el análisis de este indicador a la variable que típicamente se utiliza para fines de 
análisis del mercado laboral, que es el sector donde el trabajador aporta su tiempo de trabajo 



Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones 

 

 

6 

 

Cuadro N° 1 

Número de personas sindicalizadas según rama de actividad económica 

(Diciembre de 2024) 

 

 
 

Cuadro N° 2 

Tasa de sindicalización según rama de actividad económica 

 

 
 

Fuente: DURÁN, Andrés; MATELUNA, Bárbara; y NICULCAR, David (2026) 

                                                                                                              
para generar bienes y/o servicios en la economía, es decir la empresa donde trabaja». En: 
DURÁN, Andrés; MATELUNA, Bárbara; y NICULCAR, David. «Tasa de sindicalización según 
actividad económica: enfoque integrado con registros administrativos y encuestas», 
Documentos de Trabajo, Instituto Nacional de Estadísticas (INE), 2026.  
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Por último, un elemento que suele mencionarse como factor que contribuye a la 

expansión de los marcados laborales precarizados es el bajo monto de los sueldos en 

Chile. Al respecto, la Fundación SOL ha señalado recientemente: «Considerando los 

promedios, las y los trabajadores perciben $857.333 líquidos al mes por concepto de 

ingresos asociados a la ocupación principal. Sin embargo, al inspeccionar la mediana, 

esto es, el umbral máximo alcanzado por la mitad de los trabajadores y trabajadoras, 

los datos de la CASEN 2024 la ubican en sólo $600.000 líquidos mensuales. Dicho de 

otro modo, la mitad de las y los trabajadores en Chile percibe $600.000 líquidos o 

menos»20.  

 

Cuadro N° 3 

Mediana, percentil 70 y promedio de sueldos 

Según categoría ocupacional 

 

Fuente: DURÁN, Gonzalo y KREMERMAN, Marco (Fundación SOL) (2026) 

 

Ahora bien, si observamos la evolución del sueldo mínimo, notaremos que ha tenido 

un incremento de cerca del 122% real para el período que va desde 1999 al 2025. Lo 

que equivale a una tasa de crecimiento promedio real anual de 3,2%21, como se 

puede apreciar en el cuadro de la página siguiente.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                           
20 DURÁN, Gonzalo y KREMERMAN, Marco. «Los bajos salarios de Chile. Un análisis de la 
encuesta CASEN 2024», Ideas para el Buen Vivir, N°23, 2026, p. 3.  
21 ARGÜELLO, Samuel y CERDA, Hernán. «Evolución del salario mínimo en Chile y en países de 

la OCDE», Documento de Asesoría Parlamentaria, Biblioteca del Congreso Nacional, 2025, p. 2. 
Disponible en: 
https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/37241/1/Evolucion_del_salar
io_minimo_en_Chile_y_en_paises_de_la_OCDE.pdf [consultado el 01-09-2026]  

https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/37241/1/Evolucion_del_salario_minimo_en_Chile_y_en_paises_de_la_OCDE.pdf
https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/37241/1/Evolucion_del_salario_minimo_en_Chile_y_en_paises_de_la_OCDE.pdf
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Cuadro N° 4 

Evolución del salario mínimo nominal (en pesos de cada año)  

y real (en pesos a abril de 2025)  

1999-2025 

 

Fuente: ARGÜELLO Y CERDA (BCN) (2025) 

 

Ahora bien, más allá de las instituciones y medidas legales que hemos revisado, es 

preciso observar los últimos desarrollos en el mercado laboral que apuntan al aumento 

de la precarización. En particular, este aumento se ha visto vinculado con el avance 

del trabajo en plataformas digitales en los años recientes.  

 

Así, datos del año 2024 indican que alrededor de 280.000 personas, es decir, un 3,1% 

de la población ocupada, trabaja y genera ingresos usando una aplicación móvil o 

web, lo que representa un aumento de 200% respecto del año 2020 (es decir, al inicio 

de la pandemia)22. Se trata, por cierto, de un fenómeno latinoamericano: «La 

expansión de las plataformas laborales digitales en América Latina, tal como señalan 

Veras de Oliveira y Bridi (2023), ha reforzado y legitimado tendencias históricas y 

preexistentes de empleo informal y desprotegido, pero reconfigurándolas bajo nuevas 

mediaciones tecnológicas digitales y nuevos marcos simbólicos de carácter 

empresarial, y basándose en su articulación directa con grandes empresas 

multinacionales insertas en circuitos globales de acumulación»23. 

 

                                           
22 STECHER, Antonio; MORALES, Karol; y VALENZUELA, Alan. «The labor market of digital labor 
platforms in Chile: companies, state regulation and workers», Frontiers in Sociology, 2025, pp. 
1-2.  
23 Ibíd., p. 2. Las traducciones son mías.  



Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones 

 

 

9 

 

Las plataformas digitales de reparto y transporte se insertaron gradualmente en Chile 

desde 2011 (partiendo ese año por Pedidos Ya, seguida de Cabify en 2012, Uber en 

2014 y Uber Eats en 2017, entre otras).  

 

Como señalan Stecher et al, basándose en tres investigaciones empíricas realizadas 

entre 2019 y 2025, en un principio estos trabajadores carecían de cobertura laboral: 

eran clasificados como contratistas independientes, sin acceso a protección social ni 

derechos colectivos, bajo control algorítmico y pago por tarea: «El modelo asume la 

clasificación de los trabajadores como contratistas independientes que deben asumir 

los riesgos y costos de su trabajo, recibir pago por tarea completada y carecer en 

general de acceso pleno a las protecciones sociales y derechos laborales»24.  

 

Esta situación se agravó con la llegada masiva de inmigrantes y con la pandemia, que 

empujó a profesionales desempleados y mayores de 50 años a trabajar en estas 

plataformas. El resultado fue un mercado altamente informal (68% de los 

trabajadores de reparto y transporte) y precario, con más de 70% de migrantes en el 

reparto25.  

 

La movilización de los propios trabajadores de plataformas digitales, empujó al 

sistema político a discutir una ley, cuyos bordes fueron la mantención de un sistema 

flexible, pero con mayores mecanismos de protección de los trabajadores. Así se 

promulgó la ley N° 21.431, la primera de su tipo en América Latina, que modificó el 

Código del Trabajo para regular el contrato de los trabajadores de plataformas 

digitales de reparto y transporte. La ley, en vigor desde 2022, distingue entre 

trabajadores dependientes e independientes según concurran los requisitos de 

subordinación del artículo 7° del Código del Trabajo, creando una figura híbrida de 

«trabajador de plataformas independiente» que conserva autonomía pero accede a 

protección social, renta mínima y seguros. Stechers et al examinan críticamente su 

implementación, señalando que la efectividad de estas protecciones depende de la 

aplicación práctica y de la acción de los actores estatales y de las organizaciones de 

trabajadores, en un mercado altamente informalizado.  

 

Por otra parte, la llamada «Ley Uber» (ley N° 21.553), que regula a las Empresas de 

Aplicaciones de Transporte (EAT), esta sigue sin aplicarse: su vigencia está diferida 

hasta 30 días después de la publicación de su reglamento, el cual aún no ha sido 

publicado, debido al rechazo de Contraloría a las modificaciones introducidas durante 

el presente gobierno26. 

 

 

 

 

                                           
24 Ibíd., p. 4.  
25 Ibíd., pp. 6-7.  
26 Véase: https://www.emol.com/noticias/Nacional/2026/06/11/1202553/contraloria-ley-uber-
modificaciones-transportes.html [consultado el 31-08-2026] 

https://www.emol.com/noticias/Nacional/2026/06/11/1202553/contraloria-ley-uber-modificaciones-transportes.html
https://www.emol.com/noticias/Nacional/2026/06/11/1202553/contraloria-ley-uber-modificaciones-transportes.html
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Conclusiones 

 

1. La explotación laboral es un concepto difuso, que no se encuentra explícitamente 

sancionada en los instrumentos internacionales, aunque suele ser considerada como 

un elemento definitorio de diversas figuras penales (trabajo forzoso, esclavitud, 

servidumbre y trata). Ampliando la mirada, Maayan Niezna define explotación como 

aprovecharse injustamente de la vulnerabilidad ajena para obtener un beneficio, 

noción que cuestiona la validez del consentimiento en ciertos casos extremos (como 

los que se dan en los llamados sweatshops). El derecho penal, por tanto, circunscrito a 

una noción de explotación que se basa en la existencia de coerción, resulta 

insuficiente para abordar el problema moral y político de fondo que la explotación 

entraña; por ello, el derecho laboral debe intervenir también frente a malas 

condiciones de trabajo que suponen un aprovechamiento injusto de los trabajadores. 

 

2. En el caso de Chile, la legislación nacional resulta insuficiente incluso frente a las 

hipótesis penales de los instrumentos internacionales. Así, ni la ley N° 20.507, que 

introdujo el tipo de trata de personas (a través del art. 411 quater del Código Penal) 

ni la más reciente ley N° 21.595, que introdujo nuevos delitos económicos, parecen 

dar a abasto a las hipótesis de explotación que se conciben en el ordenamiento 

internacional (en particular en el Convenio N° 29, de 1930, de la OIT). Esto se suma 

al hecho ya mencionado de que el concepto de explotación excede el ámbito penal y 

requiere, por tanto, una mirada más amplia para ser adecuadamente enfrentado.  

 

3. Según hemos visto a lo largo de esta minuta, el trabajo precario se define como un 

empleo incierto, inestable e inseguro, donde los trabajadores asumen los riesgos y 

perciben derechos y prestaciones limitados, cuyo núcleo radica en la incertidumbre del 

empleo, la inseguridad financiera y el mal trato. Ahora bien, este proceso, asociado a 

la globalización, no es, sin embargo, uniforme: en el Sur Global se agudizan 

tendencias antiguas, como la primacía del empleo informal, mientras que en el Norte 

Global se desarticulan programas de bienestar y de protección de los trabajadores.  

Por otra parte, el problema que se enfrenta desde el mundo del trabajo no es 

sólo una figura contractual entre otras, sino un proceso paulatino que va afectando 

distintas aristas de la vida de los trabajadores. En ese sentido, la perspectiva de 

género puede ser clave, entendiéndose a la precariedad en su dimensión social.  

 

4. Chile es citado como ejemplo de precarización laboral. En los últimos años, esta se 

ha acelerado con el trabajo en plataformas digitales, un mercado altamente informal y 

precario, con más de 70% de migrantes (en el ámbito de reparto). La movilización de 

los trabajadores impulsó la ley N° 21.431, que creó la figura híbrida del «trabajador 

de plataformas independiente»; su efectividad, sin embargo, depende de su aplicación 

práctica. Por otro lado, estudiosos del tema argumentan que los bajos salarios 

nacionales consolidan la expansión de los mercados precarizados. 

 

5. Para hacer frente a estos fenómenos, la OIT, de la mano del chileno Juan Somavía, 

elaboró en los años noventa el concepto de «trabajo decente». En su calidad de 

Director General del organismo, Somavía lo definió como “el trabajo productivo en 
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condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana”27. En la misma línea, 

lo ha caracterizado luego como una meta y no una norma estándar: “Yo soy partidario 

de defender los valores universales sin prescribir soluciones universales. (…) El trabajo 

decente no es una meta fija, sino un hito móvil que la sociedad va corriendo a medida 

que se acrecientan sus posibilidades y su conciencia social”28.  

El trabajo decente está articulado en cuatro ejes –empleo, derechos 

fundamentales, protección social y diálogo social– con la igualdad de género como 

tema transversal; incluso ha sido consagrado recientemente en el ODS 8 de la Agenda 

2030. En tal sentido, constituye una brújula para enfrentar la precarización, ya que 

exige además una mirada amplia que incorpore la dimensión social y de género de la 

precariedad29.  

 

                                           
27 SOMAVÍA, Juan. “Las cooperativas: cauces para el trabajo decente”, 2010, en: El trabajo 
decente. Una lucha por la dignidad humana, Organización Internacional del Trabajo, 2014, p. 
371.  
28 SOMAVÍA, Juan. El trabajo decente. Una lucha por la dignidad humana, Organización 
Internacional del Trabajo, 2014, p. 226.  
29 Para más detalles, véase: SOTO, Víctor. «Trabajo decente en Chile», Serie Minutas Nº 127-
25, Biblioteca del Congreso Nacional, 2025. Disponible en: 
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/38043/1/Minuta_127_25_Trabajo_dec
ente_en_Chile___Parlatino_rev.pdf  

https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/38043/1/Minuta_127_25_Trabajo_decente_en_Chile___Parlatino_rev.pdf
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/38043/1/Minuta_127_25_Trabajo_decente_en_Chile___Parlatino_rev.pdf

